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I. Introducción


El Poder Ejecutivo Nacional dictó el Decreto Nº 182 publicado en el Boletín Oficial el 7 de marzo de 2018, por el cual se creó en el ámbito del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos la "Comisión para la Modificación Parcial del Código Civil y Comercial de la Nación", la que según se dispone “tendrá a su cargo la elevación al Poder Ejecutivo Nacional de un anteproyecto de ley de modificación parcial del Código Civil y Comercial de la Nación, en el plazo de seis (6) meses a contar desde la fecha en la que quede formalmente constituida”. 


Si bien el texto hace expresa referencia a la modificación parcial del Código vigente desde el 1º de agosto de 2015, y el alcance de la reforma por lo tanto puede circunscribirse a cuestiones puntuales que excedan el tratamiento integral de las figuras legisladas, no es menos cierto que la oportunidad resulta propicia para volver sobre un tema que puede ameritar la atención de la calificada Comisión, o en su caso, del propio Congreso de la Nación en ocasión del tratamiento de la propuesta de reformas y su aprobación. 

Nos referimos concretamente al régimen legal de las asociaciones civiles, simples asociaciones y fundaciones en el CCyCN, cuya regulación normativa ha merecido desfavorables comentarios
.


Y ello no es solo una cuestión académica o meramente retórica, sino que desde el sector social y desde las propias organizaciones, se han elevado voces en igual sentido, agravado ello por el dictado de normas reglamentarias en general, signadas por requisitos y exigencias formales que tornan inviable para muchos sectores el constituir entidades de esta naturaleza y acceder a la autorización estatal, o incluso para una amplia mayoría cumplir regularmente tales exigencias. 

El régimen legal,  fiscal y laboral y su aplicación a las organizaciones sociales, ha sido motivo de recurrentes presentaciones, propuestas e iniciativas en distintas instancias y por diversos medios, que han evidenciado la inquietud y preocupación del sector social por contar con un régimen adecuado a las particularidades de su organización, funcionamiento y fines. En este sentido y entre otros temas, la modificación de su régimen legal, la promoción de un régimen de incentivos impositivos para las donaciones, eximición del Impuesto a las ganancias y a los débitos y créditos bancarios, sellos, y en relación al IVA, eximir o reducir la tasa, segmentando por tamaño, ingresos anuales u otros parámetros, reducción y/o co-financiación estatal de las cargas sociales, contratos de trabajo por proyecto (con limitación temporal y de objeto) superando la informalidad y precariedad de los trabajadores del sector y, en general, el dictado de un régimen general de fomento y apoyo al sector social.  
En línea con estas propuestas e iniciativas de mejoras, la Mesa de Redes
 integrada por la Red Encuentro de Entidades no Gubernamentales para el Desarrollo (EENDG), la Federación de Fundaciones Argentinas (FEDEFA), el Foro del Sector Social (FSS), el Grupo de Fundaciones y Empresas (GDFE), la Red Argentina de Cooperación Internacional (RACI) y la Red Argentina de Bancos de Alimentos (RBdA), ha elaborado dentro de su Programa Marco Legal y Fiscal un Documento que tiene por objetivo, precisamente, propiciar algunas modificaciones al régimen legal de estas entidades y cuyos lineamientos generales se siguen en este trabajo
.      
II. Objetivos y fundamentos de la propuesta
1. Dado la diversidad y complejidad de las estructuras, formas organizacionales, recursos, ámbitos territoriales y propósitos que persiguen, se propone una reforma a las actuales normas que regulan a las asociaciones civiles, simples asociaciones y fundaciones, de modo de contar con una legislación más general y programática -cuya constitución y mantenimiento origine menores trámites y costos- derivando en normas reglamentarias aquellas cuestiones que requieren especificidad y dejando a criterio de los asociados o, en su caso, de los fundadores o consejeros, la aplicación de las reglas que consideren más conveniente para el cumplimiento de los objetivos que se proponen. 

2. La idea de interrelación social entre los individuos componentes de la sociedad, hace que la función ordenadora de la misma puede conseguirse de muy diversas formas, por lo que interesa el reconocimiento de estos entes asociativos de carácter social y relevancia pública, pues es propio del Estado social de Derecho su existencia, dado los fines no lucrativos de bien común que persiguen. 

3. Si bien no existen estadísticas actualizadas, se estima que funcionan en el país más de 100.000 entidades sin fines de lucro que desarrollan programas y objetivos de bien común, aunque es dable observar en su funcionamiento un alto grado de informalidad que supera el setenta y cinco por ciento de ese total. 

4. Por ello, resulta oportuno proponer modificaciones al marco normativo existente, de modo de compatibilizarlo con el ideario del asociativismo moderno, y con la necesidad de contar con normas sustantivas que susciten el interés de los particulares a la creación de estas formas jurídicas, permitiéndoles concretar sin restricciones o acaso las mínimas imprescindibles, el derecho a la asociación que asegura el art. 14 de la Constitución Nacional. 
5. Así también, dar respuesta al vasto sector social representado por organizaciones que han demandado desde antiguo adecuados marcos regulatorios para canalizar la participación ciudadana, con el fin de mejorar las condiciones de vida de sus habitantes, e incluso la calidad de la democracia, muchas veces cuestionada. 

No puede soslayarse en este reconocimiento hacia el sector social, la sanción de la Ley 27.218 de Régimen Especial Tarifario Específico para Entidades de Bien Público, y la reciente Resolución del Ministerio de Desarrollo Social de la Nación 2018-269-APN-MDS sobre la implementación del Registro Único de Organizaciones Comunitarias.
6. De no menor entidad es el hecho que las estadísticas anuales evidencian una disminución en la registración de estas entidades
, y cuyo resultado debería merecer la atención de las autoridades y de los ciudadanos, ya que convergen a este respecto plurales razones y circunstancias de orden social, económico y cultural y la existencia de excesivas normas reglamentarias, requisitos y exigencias formales  cuyo cumplimiento es altamente dificultoso y generan recurrente desaliento.  
7.  Propiciar la incorporación a la legislación de fondo de normas de fomento para aquellas  entidades que persigan propósitos solidarios de bien común. 

III. El CCyCN y el régimen de las organizaciones de la sociedad civil
El CCyCN reemplazó, en relación a las asociaciones, simples asociaciones  y fundaciones, las normas contenidas en el Código Civil -que derogó-  y en la Ley 19.836 sobre fundaciones que también fue derogada. 

Luego de una Parte General dedicada a la persona jurídica, Libro Primero, Título II, Capítulo 1 (arts. 141/167) y en sucesivos Capítulos 2 y 3, se establece el régimen  normativo aplicable a las asociaciones civiles (arts. 168/186), simples asociaciones (arts. 187/192)  y fundaciones (arts. 193/224). 

La formulación en el Código de una teoría general sobre la persona jurídica, y en particular privada, constituye una novedad que no puede soslayarse al tiempo de analizar el régimen de las entidades civiles. Ello, por cuanto se incorporan normas aplicables a la constitución, funcionamiento, disolución y liquidación, con un alcance amplio que comprende a todas las personas jurídicas privadas, sujeto a las reglas sobre el orden de prelación y aplicación de las mismas, lo cual conlleva necesariamente a una tarea de armonización y complementación de los textos legales. 

IV. Algunas cuestiones que plantea el régimen  legal en general y la propuesta de su reforma
1.  La inapropiada calificación de asociación civil
El Código no define a la asociación, aunque agrega al vocablo dominante “asociación” la calificación de “civil”, apartándose del precedente Código Civil en el cual la figura fue legislada simplemente como “asociación”, noción que califica per se, por lo menos en el CCyCN, una forma de organización y actuación de un conjunto de personas con un objetivo de bien común y sin fines de lucro
. 

Tampoco existiría razón de tal calificación, toda vez que el Código unifica las materias civil y comercial, de modo que el agregado en la actualidad, no resulta fundado
.

2.   La segmentación del sector 

Resulta prioritario señalar como uno de los temas centrales, la necesidad de contar con un régimen legal diferenciado en cuanto a requisitos exigibles, aplicable a las asociaciones civiles y fundaciones. 


Tal diferenciación emerge a partir de la reconocible situación en la cual pueden categorizarse estas entidades, sea por su dimensión económica, objetivos u otro parámetro (asociaciones de segundo y tercer grado, cantidad de asociados, personas en relación de dependencia o voluntarios, vinculación directa con empresas, etc.) o bien,  entidades con fines solidarios, atención y demandas en barrios carenciados, clubes de barrio
, trabajos emergentes, juntas vecinales, etc. 
.


El CCyCN, al no establecer diferenciación alguna ni promover normas de fomento, plantea una regulación carente de toda perspectiva territorial y dimensión cualitativa y cuantitativa, con olvido que sus normas son aplicables a las grandes entidades de los centros urbanos, y a las modestas entidades ubicadas en el interior del país, las que demandan mayor apoyo y atención.  


Esta categorización lleva implícita la morigeración de los requisitos exigibles, suprimiendo en algunos casos, las exigencias de certificaciones profesionales y su reemplazo por  declaraciones juradas presentadas por sus integrantes, administradores o representantes legales, reemplazando la formulación de los estados contables por aplicativos simplificados.


Por lo tanto, se propone incorporar al CCyCN específicas reglas orientadas a establecer diferencias entre las entidades, según alguno de los criterios o parámetros que más arriba  se detallan
.    

3.  El régimen de supletoriedad
El Código dispone que “se aplican supletoriamente las disposiciones sobre sociedades en lo pertinente” (art. 186), lo cual no parece adecuado, toda vez que se trata de personas jurídicas -las asociaciones civiles y las sociedades- que responden a regímenes diferenciados, en especial su objeto de bien común o de interés general, el destino de las eventuales utilidades al igual que la cuota liquidatoria. Muchas veces, la aplicación analógica de las normas de éstas últimas no ha derivado, estrictamente, en soluciones jurídicas idóneas para las entidades civiles. 
Con igual alcance cabe revisar el reenvío a la ley de sociedades  para el ejercicio de la acción social de responsabilidad prevista en el art. 177, b).
Tampoco parece una solución adecuada la remisión contenida en el art. 150, in fine, al disponer que las personas jurídicas que se constituyan en el extranjero se rigen por lo dispuesto en la ley de sociedades, toda vez que no se contemplan las especiales situaciones que pueden originarse en los casos de asociaciones civiles y fundaciones  constituidas en el extranjero y sus regímenes aplicables.
Por ello, se propone reemplazar el régimen supletorio por el de las personas jurídicas en general y suprimir la remisión del art. 150, por lo menos para estas entidades. 

4.   El acto constitutivo y el estatuto
Dispone el art. 169 que el acto constitutivo de la asociación civil debe ser otorgado por “instrumento público” y el art. 170 detalla los requisitos que dicho acto contiene, lo cual genera cierta confusión ya que, luego de hacer referencia al “acto constitutivo”, el resto del articulado emplea la voz “estatuto” (arts. 171, 172, 176, 184 y 185). 

Sin embargo, el acto constitutivo y el estatuto deben ser diferenciados, ya que el primero resume en el acto fundacional, los datos propios y atinentes a su constitución que comprende muchas veces al estatuto, mientras que éste es el instrumento que contiene las estipulaciones referidas a la organización jurídica interna de la entidad, patrimonio, régimen general aplicable a los asociados, sus derechos y deberes y las reglas sobre disolución y liquidación. Se trata, en suma, de un documento regulatorio de las relaciones de los asociados entre sí y respecto a la entidad y a terceros y de vigencia permanente.
Por lo tanto, cabe proponer que esta distinción también se formule en el texto del CCyCN evitando interpretaciones confusas.

Asimismo, cabe proponer que en el detalle de las cláusulas que integran ambos documentos, sean de aplicación las reglas inherentes a la autonomía de la voluntad y libertad de configuración.
5.  La supresión de la exigencia del “instrumento público” y su reemplazo por el instrumento privado 
Debería ser objeto de revisión la exigencia del “instrumento público” contenida en los arts. 169, 187 y 193 para la constitución de las asociaciones civiles, simples asociaciones y fundaciones, respectivamente. 

Una interpretación, muy afín al objeto de estas entidades y sin que ello perjudique la seguridad jurídica, lleva a sostener que su presentación ante la autoridad de aplicación (o de contralor) y la intervención del funcionario público en el trámite administrativo, constituyen expresión formal escrita de la administración, y en tanto reúna una apariencia regular, se supone emanado del poder público y esa presunción se hace extensiva al contenido, supuesto que el acto que emana de un funcionario público se presume eficaz.  

Por ello y sin perjuicio de la normativa vigente y los criterios que actualmente aplican las autoridades de contralor local, cabe proponer que se suprima la exigencia del “instrumento público” y por lo tanto las asociaciones civiles, simples asociaciones y fundaciones, puedan constituirse por instrumento privado, sin otra formalidad. 

Por otra parte, el dictado de normas reglamentarias que exigen la instrumentación del acto constitutivo a través de la escritura pública, conlleva una exigencia formal cuyo costo torna inviable para muchas entidades acceder a la obtención de la autorización para funcionar y ello, sin soslayar el dudoso fundamento interpretativo que sustentaría tal requisito formal.  
El control de legalidad formal por parte de la autoridad de aplicación local (o de contralor) en reemplazo del sistema de la “autorización” que se propone -tal como se verá más adelante-, resulta suficiente para constatar la acreditación del cumplimiento de los requisitos legales que el ordenamiento impone. Por otra parte, las inscripciones son meramente declarativas y no saneatorias de los eventuales vicios que el acto pueden contener. 
6.  La revisión del régimen de la autorización y su reemplazo por un sistema de inscripción registral con control de legalidad 
El CCyCN reitera la exigencia de la “autorización estatal” cuya vigencia y aplicación ameritaría ser revisada, más aún en los términos que plantea el art. 371 de la Resolución General de la Inspección General de Justicia Nº 7/2015 fundada en “razones de oportunidad, mérito y conveniencia que se funden en el interés público de que las entidades satisfagan finalidades de bien común…”. 

En este sentido, cabe recordar que dicha exigencia relacionada a la protección  del “interés público” comprometido, y por ende, que el objeto no sea contrario al “interés general” o al “bien común” (CCyCN, art. 168), se explicita en la actualidad sobre una base interpretativa más amplia a partir del fallo recaído en el caso “ALITT” en el que con palabras de Germán Bidart Campos que allí se transcriben, la CSJN expresó: “Cuando el art. 14, C.N. alude a  asociarse con fines útiles, esa utilidad significa que la finalidad social sea lícita, no perjudicial o dañina. Pero nada más”. 

Por otra parte, la intervención de la autoridad de aplicación (o de contralor) local asegura un debido control de legalidad, sin perjuicio de sus atribuciones para requerir toda la documentación e información que estime menester para asegurar la fiabilidad de los documentos que se inscriben. 

Por lo expuesto, se propone el reemplazo del sistema de la “autorización estatal” por la inscripción del acto constitutivo y sus reformas, en el Registro de estas entidades que actualmente tiene a su cargo la autoridad de contralor local.
Cabe recordar que en el derecho comparado existen países que han adoptado el sistema registral (vgr. Brasil, Chile, Colombia, Guatemala, España, México, y en general, los países de la Unión Europea) y que sigue el Proyecto de Código Civil Unificado (1998) mientras, que el sistema dual regulado actualmente en el CCyCN para las asociaciones civiles (art. 169) con el control de legalidad subsiguiente que puede recaer en sede judicial o administrativa según la ubicación del Registro Público de cada jurisdicción local, no registra antecedentes, e incluso sus beneficios no se aprecian. 

En línea con lo propuesto en el punto anterior, cabe plantear su reforma y propiciar la implementación de un sistema de inscripción registral en el Registro de Entidades sin fines de lucro que estará a cargo de la autoridad de aplicación (o de contralor) local la que tendrá a su cargo el control de legalidad respectivo.
En relación a los temas expuestos en los puntos 4 y 5, se propone el siguiente texto: 
ARTICULO 169.- Forma del acto constitutivo. El acto constitutivo de la asociación civil puede ser otorgado por instrumento público o privado y debe ser inscripto en el registro correspondiente.  

No se soslaya que la incorporación de este texto, implica la revisión del restante articulado para su adecuación terminológica.

7.  La revisión del concepto de objeto
(i) sobre el bien común. El art. 168, primera parte, dispone que el objeto no debe ser contrario al “interés general o al bien común”, y agrega en relación al “interés general”, un estándar de interpretación que, en realidad ha sido desarrollado por la CSJN en relación a la noción de bien común, en el conocido fallo ALITT
. 

El texto legal relativiza la noción de bien común como dato condicionante ya que se  permite incluir en el objeto actividades que sin ser de “bien común” en stricto sensu, no lo contraríen, a lo cual cabe agregar, que no se advierte razón por la cual, en materia de fundaciones, se mantiene como única exigencia que el objeto sea de “bien común”. 
Asimismo, el empleo de diversas expresiones para identificar el objeto de estas entidades, revela cierto grado de imprecisión. 
En efecto, por una parte en los Fundamentos del Anteproyecto (L. I, Tit. II, Cap. 2) se expresa que las asociaciones se constituyen con un objeto de “interés y utilidad general”, vocablos que no recoge el CCyCN. A ello se agrega que el art. 170, inc. n) referido a los datos que debe contener el acto constitutivo, requiere que se prevea el destino de los bienes después de la liquidación “pudiendo atribuirlos a una entidad de bien común, pública o privada, que no tenga fin de lucro y que esté domiciliada en la República”, sin mención alguna de  aquellas entidades que tengan un objeto de “interés general” al cual alude el art. 168, o de aquellas que conforme a este mismo artículo, pueden contar con un objeto parcialmente lucrativo. 
Aún más, el art. 217 en materia de fundaciones expresa que en caso de disolución “el remanente de los bienes debe destinarse a una entidad de carácter público o a una persona jurídica de carácter privado cuyo objeto sea de utilidad pública -expresión ésta que resulta inapropiada- o de bien común, que no tenga  fin de lucro…”,  todo lo cual revela un confuso empleo de expresiones relacionadas con el objeto, que demanda un esfuerzo de interpretación al tiempo de su identificación en el estatuto, sin perjuicio de los criterios que sobre el particular expongan los organismos de contralor competentes.  

Todas estas cavilaciones permite proponer que el objeto sea de de “bien común”, sin otros agregados, y que resulta suficiente pauta interpretativa, la doctrina y el estándar de interpretación que sobre el particular ha expuesto la CSJN en el citado caso ALITT.  

(ii)  Sobre el objeto no lucrativo. El segundo párrafo del art. 168 dispone que la asociación civil “no puede perseguir el lucro como fin principal” y ello plantea una cuestión de no menor entidad y referida a si dichas asociaciones civiles podrían perseguir como fin secundario o no principal o complementario un objeto lucrativo. 

La redacción de la norma no guarda relación con los Fundamentos expuestos en el Anteproyecto -ni con los arts. 170, inc. n) y 217- ya que en aquél expresamente se sostiene que el punto determinante de la conformación de las asociaciones civiles “es que no pueden perseguir fines de lucro ni distribuir sus bienes o dinero entre sus miembros…” y se aclara “si para el cumplimiento de su objeto realizan actividades por las que obtienen algún resultado económico positivo, éste deberá aplicarse a la prosecución, incremento o perfeccionamiento del desarrollo de aquél”. (Fundamentos, Título II, Capítulo 2).

Por lo tanto, si el fundamento de la creación de esta dualidad en el objeto ha sido la de generar ingresos a través de actividades que pueden ser consideradas económicas o lucrativas, se debió diferenciar el objeto siempre no lucrativo, de las actividades económicas conducentes a su cumplimiento, y esta distinción el texto no la recoge. 

Frente a ello cabe proponer la derogación de esta posibilidad y reiterar que el objeto de las entidades civiles debe ser no lucrativo, aunque las actividades o medios para su consecución pueden ser de naturaleza económica. Ello, en la medida que las mismas no desnaturalicen el objeto esencial, siempre no lucrativo. 

En relación a este punto, se propone el siguiente texto:

ARTICULO 168.- Objeto. La asociación civil debe tener un objeto de bien común y sin fines de lucro. El bien común se interpreta dentro del respeto a las diversas identidades, creencias y tradiciones, sean culturales, religiosas, artísticas, literarias, sociales, políticas o étnicas que no vulneren los valores constitucionales.
8. Liquidación y destino de los bienes  

El régimen de la liquidación que organiza el CCyCN y el destino de los bienes, plantea interrogantes ya que, por una parte el art. 170, inc. n) dispone que el acto constitutivo debe prever “el destino de los bienes después de la liquidación, pudiendo atribuirlos a una entidad de bien común, pública o privada, que no tenga fin de lucro y que esté domiciliada en la República”. Luego, el art. 185 prevé que a falta de destino específico en el estatuto “el remanente debe destinarse a otra asociación civil domiciliada en la República de objeto igual o similar a la liquidada”. 

Es decir, mientras el art. 170, inc. n) emplea el futuro del verbo “poder”, los arts. 185 y 272 en materia de fundaciones, imperativamente disponen que “deben” destinarse a entidades de bien común, lo cual no es una cuestión menor en particular por los efectos impositivos que se derivan de una u otra situación. Por otra parte, no se aclara si los bienes pueden donarse a una entidad que desarrolle un objeto parcialmente lucrativo y tampoco si pueden donarse a entidades donatarias que tengan un objeto de “interés general” (art. 168). 

Por su parte, en materia de fundaciones, el art. 217 dispone que “el remanente de los bienes debe destinarse a una entidad de carácter público o a una persona jurídica de carácter privado cuyo objeto sea de utilidad pública o de bien común que no tenga fin de lucro y que esté domiciliada en la República…”.

Esta diversidad de conceptos que se emplean para definir a los entes receptores de las donaciones por distribución del haber liquidatorio, más aún cuando se emplean vocablos que el propio Código no recepta (vgr. objeto de “utilidad pública”) como así también la existencia de supuestos cuya solución no se contempla, amerita la necesidad de establecer interpretaciones y criterios uniformes que eviten equívocos, sumado ello a la intervención ulterior, en muchos casos, de la autoridad en materia impositiva. 

A su vez, la Resolución General de la Inspección General de Justicia Nº 7/2015, art. 462, dispone que el remanente “de fondos y bienes deberán ser transferidos a una entidad sin fines de lucro, con personería acordada, domiciliada en la República Argentina y reconocida como exenta de gravámenes por la Administración Federal de Ingresos Públicos, o al Estado Nacional, Provincial o Municipal o a dependencias u organismos centralizados o descentralizados del mismo” y agrega que “también podrán destinarse a una entidad cooperativa para cumplir con las finalidades previstas en el artículo 42, inciso 3, de la Ley Nº 20.337…”.

Por lo expuesto, se propone unificar los términos y vocablos empleados, tanto para las asociaciones civiles como para las fundaciones, a cuyo efecto puede tomarse como pauta interpretativa, el criterio expuesto precedentemente de la Resolución General dictada por la Inspección General de Justicia.  

V. Con particular referencia a las asociaciones civiles

1. La composición de la Comisión Directiva
La comisión directiva es el órgano de administración de las asociaciones civiles y el art. 170, inc. l)  prevé su régimen de constitución y funcionamiento. 
Por su parte, el art. 171 dispone imperativamente que el estatuto debe prever los cargos de “presidente, secretario y tesorero”, agregando la norma que “los demás miembros de la comisión directiva tienen carácter de vocales”. 

Esta disposición no parece razonable, no sólo por ser de estricta índole reglamentaria e impropia su incorporación en el CCyCN, sino además que impone un régimen de integración y nominaciones, que puede resultar incompatible ante eventuales designaciones de otros miembros y nominaciones -lo cual es muy usual- para integrar el cuerpo. 
Se propone el siguiente texto:

ARTICULO 171.- Administradores. Los integrantes de la comisión directiva deben ser asociados. El derecho de los asociados a participar en la comisión directiva no puede ser restringido abusivamente. A los efectos de esta Sección, se denomina directivos a todos los miembros titulares de la comisión directiva. En el acto constitutivo se debe designar a los integrantes de la primera comisión directiva. 

2. Resoluciones sociales y su impugnación
No se soslaya la importancia y gravitación de las resoluciones sociales, y por lo tanto la necesidad de regular un sencillo régimen recursivo autónomo y separado del régimen aplicable a las sociedades reguladas por la Ley General de Sociedades 19.550 (LGS).

Por ello, se propone reemplazar el actual texto del art. 177, inc. b in fine que prevé que quienes se opusieron “pueden ejercer la acción social de responsabilidad prevista para las sociedades en la ley especial” por un régimen autónomo que no remita a la LGS. 

3. Órgano de fiscalización
La redacción de los arts. 172 y 173 es confusa, incluso en la denominación del órgano, ya que en algún caso se lo identifica como “órgano de fiscalización”, y en otros como “revisores de cuentas”, e incluso “comisión revisora de cuentas” y “comisión fiscalizadora”. 

Tampoco parece lógica la exigencia que en aquellas asociaciones civiles con más de cien socios, se requiera una integración plural. Incluso, se exige para este supuesto, la conformación de una “comisión revisora de cuentas” cuyo número no se determina ni su funcionamiento.

El primer párrafo del art. 173 dispone que los integrantes del órgano de fiscalización  no pueden ser al mismo tiempo integrantes de la “comisión” (sic) sin aclararse a qué comisión se refiere. 

No es menos confuso el segundo párrafo de este artículo 173 al no exigirse “título habilitante” para integrar el órgano de fiscalización en aquellas asociaciones en las que para adquirir la calidad de socio se exige una determinada profesión u oficio, y concluye la norma disponiendo que “la comisión fiscalizadora” debe contratar profesionales independientes para su asesoramiento.

Su simple lectura revela incongruencias. En primer lugar que el CCyCN no exige para ejercer el cargo ningún “título habilitante”, y luego al hacer referencia a un órgano de integración plural, cuando en realidad y según el art. 172, 2do. párr. sólo lo exige cuando las asociaciones superan el número de cien socios. 

La propuesta es la revisión integral de estas normas, aumentando la exigencia de un órgano de integración plural cuando se trate de asociaciones civiles con un número mayor a mil asociados. Eliminar toda referencia a título habilitante y aludir únicamente a “órgano de fiscalización” para su identificación. 
Se proponen los siguientes textos:

ARTICULO 172.- Fiscalización. La fiscalización privada de la asociación está a cargo de uno o más personas humanas, asociadas o no. 

Cuando el órgano de fiscalización fuere plural actuará como cuerpo colegiado y se denominará Comisión Fiscalizadora. El estatuto reglamentará su constitución y funcionamiento. Llevará un libro de actas. La Comisión Fiscalizadora será obligatoria en las asociaciones con más de mil asociados.

ARTICULO 173.- Integrantes del órgano de fiscalización. Los integrantes del órgano de fiscalización no pueden ser al mismo tiempo integrantes de la comisión directiva, y en caso de contar con título habilitante, no podrán certificar los estados contables de la asociación. Estas incompatibilidades se extienden a los cónyuges, convivientes, parientes, aun por afinidad, en línea recta en todos los grados y colaterales dentro del cuarto grado.
4. Renuncia de los miembros del órgano de fiscalización
El art. 176 (cesación en el cargo) prevé que la renuncia no puede afectar el funcionamiento de la comisión directiva, omitiendo la renuncia del miembro o miembros del órgano de fiscalización y sus efectos. 

Se propone el siguiente texto:

ARTICULO 176.- Cesación en el cargo. Los integrantes de los órganos de administración y de fiscalización, cesan en sus cargos por muerte, declaración de incapacidad o capacidad restringida, inhabilitación, vencimiento del plazo para el cual fueron designados, renuncia, remoción y cualquier otra causal establecida en el estatuto.

El estatuto no puede restringir la remoción ni la renuncia; la cláusula en contrario es de ningún valor. No obstante, la renuncia no puede afectar el funcionamiento del respectivo órgano o la ejecución de actos previamente resueltos por dichos órganos, supuestos en los cuales debe ser rechazada y el renunciante permanecer en el cargo hasta que la asamblea ordinaria se pronuncie. Si no concurren tales circunstancias, la renuncia comunicada por escrito al presidente de la comisión directiva o a quien estatutariamente lo reemplace o a cualquiera de los directivos, se tiene por aceptada si no es expresamente rechazada dentro de los diez días contados desde su recepción.
VI. Con particular referencia a las simples asociaciones. Una nueva regulación
El CCyCN dispone que estas entidades quedan sujetas al régimen de las asociaciones civiles en cuanto a su acto constitutivo, gobierno, administración, socios, órgano de fiscalización y funcionamiento, sin olvidar que le son aplicables por ser personas jurídicas, las disposiciones de los arts. 320 y siguientes sobre contabilidad y registros contables. 

De esta manera, la figura resulta muy cercana a la asociación civil, por lo cual puede sostenerse que se trata de una mini asociación, lo cual no se corresponde con la situación en la que se encuentran muchas de estas entidades que demandan un régimen sencillo, menos oneroso, y de un desarrollo y funcionamiento acorde a sus objetivos y posibilidades. 
El nuevo régimen, no es una buena respuesta, lo cual condena a estas entidades a seguir actuando en la informalidad, y tal como se expuso más arriba,  gran parte de las entidades civiles actúan de esta forma, sin sujeción a un régimen formal
. 

Por lo expuesto, se propone regular un régimen legal simplificado, con mínimas exigencias y menores costos en su instrumentación; su constitución por instrumento privado; reemplazar la exigencia para estas entidades de los arts. 320 y siguientes por normativa más sencilla y menor onerosa,  y en especial modificar el régimen de responsabilidad (arts. 191 y 192) por uno más afín a su naturaleza, además de contar con normas de fomento y apoyo institucional.
Finalmente, un instrumento cuyo empleo también pueda ser de utilidad para los municipios y para las organizaciones de base o barriales y de impacto territorial, quedando a cargo de las autoridades de aplicación (o de contralor) la organización de un sistema voluntario de registro básico que les permita una mayor visibilidad
.

Se proponen los siguientes textos: 

ARTICULO 187.- Forma del acto constitutivo. El acto constitutivo de la simple asociación puede ser otorgado por instrumento público o privado. A la denominación debe agregársele, antepuesto o pospuesto, el aditamento “simple asociación” o “asociación simple”.

ARTICULO 188.- Normas de aplicación. Las simples asociaciones se rigen en cuanto a su acto constitutivo, gobierno, administración, asociados, órgano de fiscalización y funcionamiento por lo dispuesto en este Capítulo, en su acto constitutivo o estatuto, y supletoriamente por las disposiciones de las asociaciones civiles. 

ARTICULO 189.- Existencia. La simple asociación comienza su existencia como persona jurídica a partir de la fecha del acto constitutivo.

ARTICULO 190.- Prescindencia de órgano de fiscalización. Las simples asociaciones pueden prescindir del órgano de fiscalización.

Si se prescinde del órgano de fiscalización, todo asociado tiene derecho a informarse sobre el estado de los asuntos.

ARTICULO 191.- Contabilidad y Registros. No serán aplicables a las simples asociaciones las normas sobre contabilidad y estados contables de los artículos 320 y siguientes, y se reemplazarán por sistemas de información abreviada
.

ARTICULO 192.- Responsabilidad de los administradores y asociados. Será aplicable a las simples asociaciones el régimen de responsabilidad de los administradores previsto en el artículo 160. Los asociados no responden en forma directa ni subsidiaria por las deudas de la simple asociación. Su responsabilidad se limita al cumplimiento de los aportes, cuotas y contribuciones a que estén obligados.
VI. Con particular referencia a las fundaciones
1. La revisión integral del régimen legal sobre fundaciones
En los Fundamentos que acompañaron el Anteproyecto del Código Civil y Comercial, se expresa de modo elocuente sobre el nuevo régimen: “Las fundaciones están reguladas por la ley 19.836 pero no pueden estar ausentes del Código Civil que solo las menciona en el artículo 33 como personas jurídicas de carácter privado. En consecuencia, la comisión proyectó una introducción de la temática a través de un articulado basado en el texto de la citada ley. Ello indica que para el código todo es nuevo pero no es novedad para el sistema jurídico argentino”.

Sin perjuicio de reconocer que la Ley 19.836 constituyó un modelo legislativo idóneo, las fundaciones en la actualidad y de cara al futuro, requieren un régimen legal que acompañe su crecimiento y las impulsen a la  participación en la vida cultural, social, educativa e incluso económica, superando las dudas del modelo fundacional clásico y que permita dar respuesta a las necesidades que las fundaciones demandan en nuestros días.
Por ello, sería conveniente la revisión integral de la legislación actual.

En orden a estas ideas y dentro de los límites impuestos a este trabajo, cabe proponer algunas modificaciones:

2. La autonomía privada, el derecho imperativo y el futuro de las fundaciones
El Código reitera la noción de la ley 19.836 y dispone que se trata de “personas jurídicas” -replica la calificación dada en el art. 148, inc. d)-  que se constituyen con una finalidad de bien común, sin propósito de lucro, mediante el aporte patrimonial de una o más personas, destinada a hacer posible sus fines”. 

El texto legal reitera la noción tradicional que vincula la creación de la fundación a la aportación patrimonial del fundador, y si bien este elemento de afectación patrimonial ha caracterizado a las fundaciones a través de su historia, desde su más antigua configuración identificada con las “manos muertas” típicas del Antiguo Régimen, en la actualidad ha sido desplazado por el concepto de organización, elemento esencial sobre el cual se estructura la persona jurídica para el cumplimiento de su objeto, a lo que se agrega la existencia de un adecuado régimen organizativo interno
. 

Desde esta perspectiva, se trata de reconocer un contenido de libertad y de autonomía privada frente al derecho imperativo que fluye en muchas normas del CCyCN, reiterando nociones contenidas en la Ley 19.836 que deroga. 

Esta cierta tensión entre autonomía privada y derecho imperativo, constituye un desafío para una visión renovada y movilizadora y para que las fundaciones salgan de su reducto tradicional. Las normas del CCyCN  al igual que la Resolución General de la Inspección General de Justicia Nº 7/2015, no generan muchas expectativas para ello, sin perjuicio de lo cual se abre un interesante debate sobre las realidades actuales, sus necesidades y los nuevos roles que las fundaciones pueden cumplir. 

3. La revisión del concepto de fundación
Cabe reiterar la preeminencia del elemento de la organización sobre el cual se estructura la persona jurídica-fundación para el cumplimiento de su objeto, a lo que debería agregarse un adecuado régimen organizativo interno.
4. Los datos del instrumento constitutivo
Del análisis de los requisitos que exige el art. 195 -en ciertos casos análogos a los de las asociaciones civiles- se comprueba que alguno de esos datos no son propios del estatuto, sino del instrumento de constitución o acto constitutiva, sobre lo cual el texto legal nada aclara ni especifica.  

De la redacción del artículo puede colegirse que se propicia la existencia de un solo instrumento constitutivo en el cual se insertarán los datos que enumera la norma, lo que plantea en la práctica serias dificultades derivadas de la exigencia de estipulaciones contenidas en un solo instrumento (acto constitutivo) cuando en realidad algunas de ellas son propias del estatuto. En el punto IV.4, se ha hecho referencia a esta necesaria distinción entre acta constitutiva y estatuto que el CCyCN no precisa.  
En relación a la forma del instrumento constitutivo se propone el siguiente texto:

ARTICULO 193.- Objeto. La fundación debe tener un objeto de bien común y sin fines de lucro. El acto constitutivo de la fundación puede ser otorgado por instrumento público o  privado y debe ser inscripto en el registro correspondiente. Si el fundador es una persona humana, puede disponer su constitución por acto de última voluntad.
5. Aportes y su acreditación
Respecto a los “aportes” en “dinero en efectivo o los títulos valores que integren el patrimonio inicial”, se exige que “sean depositados durante el trámite de autorización en el banco habilitado por la autoridad de contralor” (art. 196), sin prever otra alternativa de acreditación que facilite su movimiento si el aporte fuere en efectivo, 

Esta exigencia no resulta justificada, y más aún teniendo en cuenta que dichos fondos estarán indisponibles durante el lapso del trámite ante la autoridad de aplicación (o de contralor), lo que puede alcanzar varios meses. 

Se propicia por lo tanto que la acreditación pueda efectivizarse por medio de actuación notarial,  o tratándose de cierta categoría de entidades -si se admitiera la categorización  más arriba propuesta- se tenga por cumplida dicha acreditación por simple manifestación de las autoridades de la fundación bajo forma de declaración jurada, sin otro formalismo. 
Se propone el siguiente texto:

ARTICULO 196.- Aportes. El dinero en efectivo, los títulos valores y los aportes no dinerarios que integran el patrimonio inicial, deben ser acreditados durante el trámite de constitución ante la autoridad de contralor de la jurisdicción en que se constituye la fundación. 
6. Plan trienal de actividades y su presupuesto
En vigencia la Ley 19.836, la exposición detallada del plan de actividades y el consecuente presupuesto por un lapso de tres años fue considerado excesivo, no solo por las dificultades operativas que se pueden plantear, sino por las modificaciones que la propia ejecución de los programas imponen, y más aún cuando el lapso es tan extenso. 
A ello se agregan, las dificultades prácticas de prever un presupuesto cuya modificación muchas veces lo impone la propia variación del valor de la moneda y circunstancias ajenas a la fundación, difíciles o imposibles de contemplar al momento de su preparación y presentación. A ello cabe agregar, la relatividad de este requisito ya que toda referencia a programas o proyectos surgen o derivan del propio objeto de la fundación, de modo que su directo contralor permite contar con información suficiente para verificar su efectivo cumplimiento.   

El CCyCN ha agregado a esta exigencia, la presentación al vencimiento del primer trienio, de una nueva presentación para el trienio subsiguiente con idénticos recaudos, lo cual agrava la exigencia, la que resulta a todas luces desmedida y poco justificable (art. 199). 
Además de las razones expuestas no se advierte su utilidad, teniendo en cuenta las exigencias que se imponen sobre la contabilidad y estados contables (arts. 320  a 331)  y sin olvidar además, las normas sobre fiscalización externa a cargo de la autoridad de contralor (arts. 221 y sigtes.) y los costos que esta exigencia irroga a las entidades.
Se propone suprimir el ARTICULO 199.

7. La remuneración de los miembros del Consejo
El art. 206 dispone que los miembros del consejo de administración no pueden recibir retribuciones por el ejercicio de su cargo, excepto el reembolso de gastos, siendo su cometido de carácter honorario. 
El CCyCN mantiene una prohibición que en la actualidad resulta injustificada y que responde a criterios basados en la contribución desinteresada de los consejeros, sin tener en cuenta que en muchos casos, la función de administración demanda no solo idoneidad sino disponibilidad de tiempo y trabajo que justifica su retribución pecuniaria. Sobre este particular no existen diferencias respecto a los directivos de las asociaciones civiles que pueden percibir honorarios y así lo ha reconocido para estas entidades, la Resolución General IGJ Nº 7/2015, art. 433.

Por otra parte, el art. 205, con respecto al carácter honorario del cargo, expone cierta incongruencia al preveer la integración de un comité ejecutivo integrado por “miembros del consejo de administración o por terceros”, a los cuáles se les puede fijar una “retribución pecuniaria” (art. 205, in fine). Es decir, de acuerdo al texto legal, los miembros del consejo que integran el “comité ejecutivo”, por esas funciones, podrán ser remunerados, como así también “los terceros” que se incorporen al mismo, mientras que los consejeros por sus funciones como integrantes del órgano, no pueden percibir remuneración alguna. 

Por lo expuesto se propone que la norma guarde silencio sobre la especie, al igual que en materia de asociaciones civiles.
En relación a la composición del comité ejecutivo, de la lectura del art. 205 se infiere que está integrado por una pluralidad de miembros, mientras que el art. 207 admite la existencia de un comité unipersonal.

Se propone aclarar la norma y suprimir la exigencia de la integración del comité ejecutivo en forma pluripersonal, ya que el art. 205 primer párrafo autoriza la delegación de facultades ejecutivas a una o más personas humanas. 
Se proponen los siguientes textos:

ARTICULO 205.- Comité ejecutivo. El estatuto puede prever la delegación de facultades ejecutivas de administración en una o más personas humanas, sean o no miembros del consejo de administración. Cuando dichas funciones recayeran en dos o más personas,  actuarán como cuerpo colegiado bajo la denominación de comité ejecutivo.
ARTICULO 206.- Convocatoria, reuniones, quórum y actas. El estatuto debe prever el régimen de reuniones ordinarias y extraordinarias del consejo de administración, y en su caso, del comité ejecutivo así como el procedimiento de convocatoria. El quórum debe ser el de la mayoría absoluta de sus integrantes. Debe labrarse en libro especial acta de las deliberaciones, en la que se resuma los temas más relevantes de lo actuado.

ARTICULO 207.- Quórum especial. La mayoría establecida en el artículo anterior no se requiere para la designación de nuevos integrantes del consejo de administración cuando su concurrencia se ha tornado imposible.
ARTICULO 208.- Resoluciones. Las resoluciones se adoptan por mayoría absoluta de votos de los miembros presentes, excepto que la ley o el estatuto requieran mayorías especiales. En caso de empate, el presidente del consejo de administración o del comité ejecutivo tiene doble voto.

8. Las superadas reglas del mandato

El CCyCN reitera normas contempladas en la Ley 19.836, sobre remoción de los administradores y acefalía del consejo de administración y dispone que los consejeros se rigen, respecto de sus derechos y obligaciones, por la ley, por las normas reglamentarias en vigor, por los estatutos, y subsidiariamente, por las reglas del mandato (art. 211 y reiterado en el art. 209); es decir, mantiene la aplicación subsidiaria de las reglas de este contrato, criterio que ha sido superado por la jurisprudencia y la doctrina. 
El mismo Código, hace referencia concreta a la teoría orgánica, cuya receptividad es manifiesta (arts. 222, 224, entre otros). La simple lectura del art. 1319
 del CCyCN que define el mandato, revela su inaplicabilidad al ejercicio de la función orgánica que se deriva de la designación de consejero.
9. Destino de los fondos
Resulta imprecisa la redacción del artículo 213 cuando dispone que las fundaciones deben destinar “la mayor parte de sus ingresos” al cumplimiento de sus fines,  de lo que se infiere que una menor parte de ellos puedan ser utilizados para otros fines,  sin perjuicio que parte de sus fondos podrían estar inmovilizados o colocados en alguna inversión para el mantenimiento y protección de su patrimonio, con la consecuente aclaración. Se propone determinar una cuantía, conforme el modelo español
, o bien  que ello es sin perjuicio de los gastos de gestión ordinaria de la organización y de las reservas que correspondan. 
10.- Destino de los bienes

Sin perjuicio de su imperfecta redacción y el empleo de vocablos impropios, como más arriba se puntualiza (punto IV.8), el artículo 217 dispone el destino que debe dársele al remanente de los bienes en caso de disolución y liquidación. Sin embargo la última parte del primer párrafo indica que esa disposición no se aplica a las fundaciones extranjeras, generando la posibilidad que esas representaciones puedan girar los remanentes a su casa matriz en caso de disolución y liquidación. 
Esta disposición no solo constituye un conflicto serio para las representaciones que pretendan obtener un reconocimiento de exención por parte de la Administración Federal de Ingresos Públicos (AFIP), sino que además da lugar a que los remanentes no queden en el país después de haber cumplido su objeto social. Por otra parte, los bienes conforme a la regla general, deberán destinarse a otra entidad de bien común con domicilio en la República (punto IV.8). 

Por lo tanto se sugiere suprimir del texto esta posibilidad de remesa del remanente liquidatorio.
11.  La autoridad de contralor y el sistema de la autorización
Sin perjuicio de la conveniencia del reemplazo del sistema de la autorización por el de la inscripción con control de legalidad en el Registro correspondiente  (punto IV.6) en el régimen vigente la autoridad de contralor local no solo autoriza el funcionamiento de la fundación sino que ejerce su fiscalización de modo permanente y el CCyCN le asigna amplias funciones.

Así, la autoridad de contralor “aprueba los estatutos de la fundación”, expresión que se utiliza como sinónimo de “autorización” (arts. 142, 190, 224, entre otros), aunque es preferible el empleo de ésta última expresión. Luego, fiscaliza el funcionamiento, disolución y liquidación de la entidad.

También el CCyCN mantiene la errónea calificación de “órganos” u “órganos de gobierno” ya que las fundaciones se estructuran orgánicamente sobre la base de un consejo de administración que subsume las funciones de gobierno, administración y fiscalización, de modo que el empleo de dichos vocablos no es apropiado. Por otra parte, la interpretación que sostenemos se condice con lo expresado en el art. 195, inc. f) y, en especial, con  el art. 201 ya que en éstas se dispone que “el gobierno y la administración de las fundaciones está a cargo de un consejo de administración”, no previendo el Código ningún otro órgano, que, por otra parte, sería impropio a la naturaleza de la figura.        -.

Por lo expuesto cabe proponer la armonización de los textos de los arts. 210 y 222 y la supresión de la calificación de “órganos” (en plural) y de “órganos de gobierno”. Además, sería conveniente uniformar el empleo de los vocablos “autorización” y “aprobación”,  en caso que se mantuviera su régimen.
12. Donaciones
En relación a las donaciones y promesas de donaciones, se propone una adecuada armonización con el régimen general de este contrato previsto en el CCyCN. 

VII. Reglas de fomento
Se propone incorporar al CCyCN una norma de fomento para todas estas entidades y cuyo texto puede ser el siguiente: 
ARTICULO…: Los poderes públicos, en el ámbito de sus respectivas competencias, dictarán normas de fomento para la constitución, funcionamiento y el desarrollo de las asociaciones civiles, simples asociaciones y fundaciones que persigan propósitos solidarios de bien común. 

VIII. Conclusión

En la forma expuesta, se proponen algunas reformas al régimen actual de las asociaciones civiles,  simples asociaciones y fundaciones, asumiendo que se trata de una modificación parcial de su régimen legal, y no de una propuesta de reforma integral que sin duda amerita la importancia y el rol de estas entidades en la época actual,  cuyos objetivos y proyección revelan una movilización social que traza un corte horizontal que abarca a todas las realidades sociales y culturales, e involucra a la sociedad civil en su conjunto, promoviendo el bienestar general, el desarrollo local, los valores democráticos y la construcción de una sociedad más justa, inclusiva y solidaria.  

� Véase, Ragazzi, Guillermo E., “Las asociaciones civiles, simples asociaciones y fundaciones en el Proyecto de Código”, La Ley, 2012-F, pág. 866. “Las asociaciones civiles y simples asociaciones”, Jurisprudencia Argentina, 10, 2015-II,  pág. 3; "El Nuevo Régimen para las Asociaciones Civiles", Revista de Derecho Privado y Comunitario, 2015-II, pág. 179; “Las asociaciones civiles, simples asociaciones y fundaciones en el Código Civil y Comercial”, en “Sociedades y Asociaciones en el Código Civil y Comercial”, publicación de la Academia Nacional de Derecho y Ciencias Sociales, La Ley, 2015, pág. 121; “Las organizaciones de bien común y sin fines de lucro (asociaciones civiles, simples asociaciones y fundaciones) y la nueva legislación” en “Manual de Gestión para Asociaciones y Fundaciones” (dir. Pedro Gecik), Edicon, 2016, pág. 89 y Prologo a la obra de Luis  M. Calcagno “Asociaciones civiles en el Código Civil y Comercial de la Nación”·, � HYPERLINK "http://www.isbn.org.ar/web/busqueda-editorial-resultados.php?nombre=Ediciones%20La%20Rocca%20S.R.L." \t "_blank" �Ediciones La Rocca S.R.L.�, 2018. Además, la opinión expuesta en la  ponencia del Colegio de Abogados Comisión Bicameral (Libro I): “Principales observaciones del Colegio de Abogados de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a las regulaciones contenidas en el Proyecto de Código Civil y Comercial de la Nación vinculada con las ONGs”, Buenos Aires, 2012, ccycn.congreso.gob.ar/ponencias; Calcagno, Luis M., ponencia Comisión Bicameral (Libro I): “Apuntes críticos sobre el proyecto de reforma del Código Civil en materia de asociativismo”, Buenos Aires, 2012, ccycn.congreso.gob.ar/ponencias, y del mismo autor “Asociaciones civiles en el Código Civil y Comercial de la Nación”, ob. cit.; Astarloa, Gabriel M., “En deuda con las ONGs”, La Nación, 09/10/2012; Prins, Arturo, “El tercer sector y el nuevo Código Civil”, La Nación, 16/11/2012; Gordulich, Gabriela, “Asociaciones y Fundaciones en el Proyecto de Código Civil y Comercial de la Nación”, DJuris91, 21/04/2014; Gerbaudo, Tomás, “Asociaciones Civiles”, publicación de la Asociación Rosarina de Deportes Amateurs, 13/09/2013; Navarro Floria, Juan G. “Las asociaciones civiles” en “Análisis del proyecto de nuevo Código Civil y Comercial”, El Derecho, 2012, Buenos Aires; Guiñazú, María M., “Asociaciones civiles: algunos aspectos relevantes de la reforma del Código Civil y Comercial de la Nación y la regulación en la Provincia de Mendoza”, LLGranCuyo2015 (mayo) 308, entre otros.





� Desde hace más de 20 años numerosas organizaciones de la Sociedad Civil argentina han desarrollado estrategias y esfuerzos de articulación en el convencimiento que su aporte a la construcción y fortalecimiento democrático es indispensable para la sociedad en su conjunto. En este sentido se han ido constituyendo redes y asociaciones de organizaciones y fundaciones, como una estrategia clave para potenciar el impacto de las propias entidades y su fortalecimiento. Seis de estas redes convergieron en 2016 en la constitución de una Mesa de Redes coincidentes en el compromiso mutuo, la igualdad entre los socios, la transparencia en los procesos de decisión, la responsabilidad de cumplir con las obligaciones y compromisos y la eficiencia de costes. Con el apoyo de la Unión Europea se puso en marcha en 2017 “Sociedad Civil en Red para Consolidar la Democracia”, con el objetivo de contribuir a la consolidación democrática de la República Argentina, a través del fortalecimiento de la Sociedad Civil. El proyecto se propone “mejorar la participación de la Sociedad Civil en los procesos de definición e implementación de las políticas públicas que la afectan, a través de la incidencia generada en espacios de articulación multiactoral”. La innovación metodológica de este proyecto se fundamenta en la articulación entre los conceptos y prácticas derivadas de la interacción de los procesos de participación, gobernanza e incidencia colaborativa desde las Organizaciones de la Sociedad Civil (OSC). Entre los Programas que se llevan a cabo, el Marco Legal y Fiscal de las OSC ocupa un espacio relevante.  


� También en igual sentido, puede verse la ponencia del autor en el XIII Congreso Argentino de Derecho Societario y IX Congreso Iberoamericano de Derecho Societario y de la Empresa, Mendoza, 2016,  “Propuesta de reformas al régimen legal de las asociaciones civiles, simples asociaciones y fundaciones”, publicada en el libro de ponencias “El Derecho Societario y de la Empresa en el Nuevo Sistema del Derecho Privado”, Tomo I, pág. 139/151. 





� En el ámbito de la Inspección General de Justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, se han registrado desde el año 2000 el siguiente número de asociaciones civiles y fundaciones, respectivamente: 2000: 495 y 148; 2001: 408 y 125; 2002: 464 y 116; 2003: 472 y 154; 2004: 474 y 140; 2005: 388 y 106; 2006: 355 y 109; 2007: 328 y 93: 2008: 327 y 85; 2009: 301 y 114; 2010: 369 y 117; 2011: 330 y 121; 2012: 238 y 92; 2013: 180 y 55; 2014: 303 y 71; 2015: 249 y 80; 2016: 326 y 75, y 2017: 361 y 85. 


� A este concepto amplio responden dos de los diversos sentidos que el Diccionario de la Real Academia de la Lengua Española  (Vigésima Primera Edición, Ed. Espasa Calpe, Madrid) da a la voz “asociación”: l. acción y efecto de asociar o asociarse; 2. Conjunto de los asociados  para un mismo fin y, en su caso, persona jurídica por ellos formada. “El sustantivo `asociación´  procede, según Mendizábal Oses, del verbo `asociar´, que su vez proviene del latino `associare´ y que es el resultado de integrarse la preposición ad (a) al nombre común socius (compañero) para formar un término compuesto que expresa el recibir por compañero a otro con alguna finalidad, y con él, nos referimos, por tanto a la acción o efecto de asociarse; vid voz `asociación´, GER,  Madrid, 1971” (de Salas, Murillo, Sofía, “Las asociaciones sin ánimo de lucro en el Derecho Español”,  1ª ed., Centro de Estudios Registrales, Madrid, 1999, pág. 37). Diez Picazo, Luis,  define  la asociación  como “un conjunto organizado de personas que se unen para alcanzar un fin común a todas ellas" (“Instituciones de Derecho Civil”, Madrid, 1995, pág. 382). Por su parte, de Salas Murillo, Sofía, la considera como la “pluralidad de personas vinculadas para un fin común”, (“Las asociaciones…”, ob. cit, pág. 37), y por su parte Páez expresa que “es todo grupo organizado en vista de servir los intereses o los fines comunes de aquellos que han adherido a la idea en cuya virtud el grupo fue formado” (Páez, Juan L., “El Derecho de las Asociaciones”, 2ª ed., Ed. Guillermo Kraft Ltda., Buenos Aires, pág 38. Existen otras definiciones que toman aspectos esenciales de las asociaciones aunque coincidentes en cuanto al reconocimiento de una pluralidad de personas (quedaría al menos descartada la posibilidad de asociaciones de un solo miembro) y de una organización para cumplir un fin común que no persigue propósitos lucrativos. Salvat ha distinguido entre la palabra asociación en sentido amplio que sería “toda agrupación de individuos creada para perseguir un fin común, comprendiéndose en ella, en este concepto, toda clase de sociedades, cualquiera sea su forma o su objeto. Pero en un sentido restringido o técnico, la palabra asociación tiene un significado diferente de sociedad. Las asociaciones, en efecto, persiguen un fin exclusivamente ideal, sin consideración alguna, al menos en principio, del interés particular de los asociados (y) tienen como principal objeto el bien común” (Salvat, Raymundo M., “Tratado de Derecho Civil Argentino. Parte General”, t. I, 9ª ed., TEA, Bs. Aires, pág. 723.). En sentido similar, Llambías, Jorge J., “Código Civil, anotado”, t. I, Abeledo-Perrot, Bs. Aires, 1978, pág. 80; Borda, Guillermo, “Derecho Civil Argentino, Parte General”, t. I,  Abeledo-Perrot, Bs. Aires, Nº 624/639, entre otros. 


� En el Proyecto de Código Civil de la República Argentina Unificado con el Código de Comercio, del año 1998 -antecedente inmediato del CCyCN, se mantenía dicho calificativo, lo que no es óbice para objetar su inclusión, que puede resultar equivoca. El agregado de “civil” o su plural, encuentra su antecedente en antiguas reglamentaciones de la Inspección General de Justicia en las que con la finalidad de separar las sociedades comerciales de las “sociedades civiles” (sic) se le agregó tal calificativo a éstas últimas, que en realidad no se trataba de sociedades sino de “asociaciones civiles”.  La primera ley orgánica Nº 18.805 conservó la calificación de “asociación civil” y la competencia del organismo para “intervenir  en la creación, funcionamiento, disolución y liquidación, en jurisdicción nacional de … las asociaciones civiles” (art. 2º) y la actual Ley Nº 22.315 reiteró igual identificación en el art. 10. Confirma esta interpretación respecto al agregado “civil” y su objeción, que el art. 3º, Ley Nº 19.550, expresamente alude a las “asociaciones” sin ningún otro aditamento.


� La Ley 27.098 crea un nuevo régimen de promoción de los clubes de barrio y de pueblo, destinado a la generación de inclusión social e integración colectiva con el fin de fortalecer su rol comunitario y social.


� Su amplitud y diversidad lo plantea la existencia de cooperadoras de salud y educativas, comedores, bomberos voluntarios, organizaciones de base y territoriales, juntas vecinales, bibliotecas populares, cámaras empresarias, universidades, academias e incluso, aquellas de raigambre constitucional como las asociaciones de consumidores, pueblos originarios, partidos políticos, gremios, etc., a lo que cabe agregar los fines heterogéneos que desarrollan entidades de servicios, religiosas, culturales, educativas, filantrópicas, científicas, de profesionales, sociales, deportivas, de salud, empresariales, medio ambiente, género, juventud, tercera edad, adicciones, minoridad, discapacidad, etc. 


� Resulta interesante consignar el criterio seguido por la Dirección Provincial de Personas Jurídicas de la Provincia de Buenos Aires, la cual a través de la Disposición DPPJ Nº 53/16, ha organizado un régimen de segmentación a los fines de la presentación de la documentación anual exigible a las asociaciones civiles bajo su fiscalización. 





� El estándar de interpretación sobre la expresión “interés general” del art. 168, recepta la doctrina expuesta por la Corte Suprema de Justicia de la Nación en los autos “Asociación Lucha por la Identidad Travesti - Transexual c. Inspección General de Justicia”, en oportunidad de aclarar la noción de “bien común” y definir el alcance del “derecho de asociarse con fines útiles”, al cual refiere el art. 14 de la Constitución Nacional. Sostuvo la Corte Suprema que “todo derecho es constitucionalmente útil, en la medida que acrecienta el respeto por las ideas ajenas, aun aquellas con las que frontalmente se discrepa, y hasta se odia, favoreciendo la participación en el proceso democrático y logrando una mayor cohesión social que nace precisamente, de compartir la noción fundacional del respeto a la diversidad y de la interacción de personas y grupos con variadas identidades, creencias y tradiciones (CSJN, 21/11/2006, “Asociación Lucha por la Identidad Travesti - Transexual c. Inspección General de Justicia”, La Ley, 2006-F, pág. 730).


�Se ha dicho que en la nueva normativa “se brinda un estatus legal más definido y flexible a las simples asociaciones, aun cuando esa regulación seguirá constituyendo un umbral todavía lejano para miles de organizaciones de base que, por carecer de recursos económicos y administrativos, seguirán condenadas a actuar en la informalidad” (Ponencia del Colegio de Abogados de…, ob. cit,). A ello se agrega que “este Capítulo cuenta solamente con seis artículos (187 a 192) en los cuales no existe diferenciación alguna con relación a las asociaciones civiles, lo que implica lisa y llanamente la desaparición final de esta figura en la práctica cotidiana, ya que su utilización no reportará ventaja ni facilidad alguna” (Calcagno, Luis, “Apuntes críticos…”, ob. cit.). Por su parte, Prono, Javier R., ha sostenido que debe revalorizarse el instrumento de las “simples asociaciones”  por cuanto pueden “tener una gran importancia al ser una forma más del ejercicio del derecho a asociase con fines útiles” (“La autonomía de la voluntad y las simples asociaciones”, ponencia presentada en el XII Congreso Argentino de Derecho Societario y VIII Congreso Iberoamericano de la Empresa, Libro de ponencias, ed. UADE y Cámara de Sociedades Anónimas, Tº I, Bs. Aires, 2013, pág. 157).  


� En el ámbito de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, la Resolución IGJ (G.) Nº 7/2015, prevé en el artículo 380 el Registro Voluntario de Simples Asociaciones (RVSA), el cual ha sido reglamentado a su vez por la Resolución IGJ (G) Nº 7/2017.       


� Dado la ausencia de norma específica y la inexistencia de contralor estatal, se propone que sea el Poder Ejecutivo Nacional quien disponga la autoridad u organismo que lo determine. 


� La Ley española de fundaciones 50/2002 en su art. 2 dispone que “son fundaciones las organizaciones constituidas sin fin de lucro que, por voluntad de sus creadores, tienen afectado de modo duradero su patrimonio a la realización de fines de interés general”.


� Art. 1319. Definición. Hay contrato de mandato cuando una parte se obliga a realizar uno o más actos jurídicos en interés de otra. 


� El art. 27 de la Ley de fundaciones de España 50/2002 dispone que a la realización de los fines fundacionales deberá ser destinado, al menos, el 70% de los resultados de las explotaciones económicas que se desarrollen y de los ingresos que se obtengan por cualquier otro concepto, deducidos los gastos realizados, para la obtención de tales resultados o ingresos, debiendo destinar el resto a incrementar bien la dotación o bien las reservas según acuerdo del Patronato. 
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